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RECURSO 22/2026 
RESOLUCIÓN 86/2026 
 
 
Resolución 86/2026, de 22 de abril, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se desestima el 
recurso especial en materia de contratación n.º 22/2026, 
interpuesto por Tecesa Acústica Visual, S.L. contra la adjudicación 
del contrato para la ejecución de la remodelación y equipamiento del 
escenario y cabina técnica del Auditorio de la Casa de Cultura de 
Aranda de Duero (Burgos) (expediente ABR/SUMIN/2025000054). 

 
 
I 

ANTECEDENTES 
 

Primero.- El 5 de noviembre de 2025 se publica en la Plataforma de 
Contratación del Sector Público (PLACSP) el anuncio de licitación, el pliego de 
cláusulas administrativas particulares (PCAP), el pliego de prescripciones 
técnicas (PPT) y demás documentación relativa al expediente de contratación 
de la ejecución de la remodelación y equipamiento del escenario y cabina 
técnica del Auditorio de la Casa de Cultura de Aranda de Duero. 
 

Segundo.- Por resolución de la Alcaldía del Ayuntamiento de Aranda 
de Duero, de 30 de diciembre de 2025, se adjudica el contrato a Chemtrol 
División Teatro, S.A. 
 

Tercero.- El 21 de enero de 2026 D. yyy, en representación de Tecesa 
Acústica Visual, S.L., interpone recurso especial en materia de contratación 
contra la referida resolución de adjudicación.  
 

Cuarto.- Se han recibido en este Tribunal el expediente, un informe 
técnico del jefe del Servicio de Obras, Urbanismo y Servicios de 27 de enero 
de 2026 y el informe sobre el recurso emitido por el órgano de contratación 
de la misma fecha en el que se solicita la desestimación del recurso. 
  

Quinto.- Conferido traslado del recurso a los licitadores, no consta la 
presentación de alegaciones. 
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Sexto.- Por Acuerdo 16/2026, de 12 de marzo, este Tribunal concede 
a los interesados en el procedimiento un plazo de siete días hábiles para que 
formulen las alegaciones que estimen convenientes y aporten, en su caso, los 
medios de prueba que consideren oportunos sobre la posible causa de nulidad 
de pleno derecho de la cláusula del Anexo V del PCAP, relativa a la solvencia 
técnica o profesional. Asimismo, suspende el plazo de resolución del recurso 
especial. 

 
Séptimo.- El 25 de marzo de 2026 D. yyy, en representación de Tecesa 

Acústica Visual, S.L., presenta alegaciones en las que, por los argumentos que 
expone, se opone “a que en este procedimiento se declare la nulidad de los 
pliegos de contratación que han regido el procedimiento en que se ha 
adoptado el acuerdo de adjudicación recurrido”. 

 
Octavo.- Por Acuerdo 26/2026, de 17 de abril, se reanuda el plazo de 

resolución del procedimiento. 
 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en virtud 
de lo dispuesto en los artículos 46.1 del de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, 
de Contratos del Sector Público (LCSP), y 59 de la Ley 1/2012, de 28 de 
febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 

 
2º.- Se acredita en el expediente la legitimación de la empresa para 

interponer el recurso especial y su representación, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 48 de la LCSP.  

 
3º.- El recurso se ha interpuesto frente a la adjudicación de un contrato 

de suministros cuyo valor estimado (573.443,41 euros) es superior a 100.000 
euros, susceptible, por tanto, de recurso especial en materia de contratación, 
conforme a los artículos 44.1.b) y 44.2.c) de la LCSP. 

 
El recurso se ha presentado en el plazo previsto en el artículo 50.1.d) 

de la LCSP. La resolución de adjudicación se publicó en la PLACSP el 2 de 
enero de 2026 y la recurrente interpuso recurso especial contra ella el 21 de 
enero de 2026.  
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4º.- A la vista de la pretensión articulada, la solución del recurso exige 
determinar si la resolución impugnada se ajusta al régimen jurídico de la 
contratación del sector público contenido en la LCSP y normativa de desarrollo, 
y en especial, al PCAP y al PPT que constituyen la ley del contrato, tal como 
viene afirmando reiteradamente nuestra jurisprudencia. 
 

La recurrente considera que “la empresa adjudicataria no dispone de 
las habilitaciones empresariales exigidas en el PCAP”. Relata que, “tras realizar 
las consultas pertinentes en el Registro Integrado Industrial del Ministerio de 
Industria y Turismo y en la Base de Datos de Empresas Instaladoras de 
Telecomunicación de la Secretaría de Estado de Telecomunicaciones e 
Infraestructuras Digitales, y encontrar que no constaba que la empresa 
Chemtrol Division Teatro, S.A., contase con las habilitaciones empresariales 
exigidas en el PCAP, presentó una consulta al órgano de contratación (…), 
[que] diligentemente puso a disposición de esta parte la documentación 
presentada por la mercantil [adjudicataria] (…)”. Añade que “del análisis de 
esta documentación, se observó que efectivamente la empresa no había 
acreditado que disponía de las habilitaciones empresariales exigidas en el PCAP 
y en su lugar aportaba las habilitaciones empresariales de una tercera entidad 
Schuko Electric, S.A.”.  

 
Argumenta que existe una “incorrecta consideración de la habilitación 

empresarial como requisito de solvencia técnica y una vulneración del artículo 
65 de la LCSP por indebida integración mediante medios externos”. En este 
sentido, sostiene “el órgano de contratación para resolver la adjudicación en 
favor de una empresa que no cuenta con la habilitación legalmente exigible 
para ejecutar el contrato (y que además se encuentra expresamente requerida 
en el propio PCAP), parte de una premisa que no podemos compartir: 
considerar que la habilitación empresarial exigida constituye un requisito de 
solvencia técnica susceptible de ser acreditado mediante el recurso a medios 
externos”. Entiende que “la habilitación empresarial es un requisito legal, que 
opera como concreción específica de la genérica capacidad de obrar del 
empresario en aquellos contratos cuyo objeto exige, por su propia naturaleza, 
una autorización administrativa habilitante para su ejecución. Como lo son en 
este caso las autorizaciones expedidas por el Registro Integrado Industrial del 
Ministerio de Industria y Turismo (como empresa instaladora de baja tensión 
categoría especialista) y por la Secretaría de Estado de Telecomunicaciones e 
Infraestructuras Digitales (como empresa instaladora de telecomunicación 
tipos A y C)”. Cita, a título ilustrativo, doctrina de distintos tribunales 
administrativos y jurisprudencia en materia de contratación pública. 
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Concreta que “el hecho de que el órgano de contratación haya incluido 
su exigencia en el Anexo V del PCAP, bajo el título `solvencia económica y 
financiera, y técnica o profesional´, no puede en modo alguno desvirtuar su 
naturaleza jurídica, degradar su alcance o convertirla artificialmente en un 
requisito de solvencia. La ubicación sistemática de una exigencia en un anexo 
de los pliegos no tiene la virtualidad de alterar el régimen jurídico que la LCSP 
atribuye a dicha exigencia”. 

 
Alega que “recientemente el Tribunal Supremo (en su Sentencia n.º 

4310/2025, de 1 de octubre) ha declarado que la falta de habilitación 
profesional exigida para la ejecución del contrato no puede suplirse mediante 
la subcontratación ni mediante la integración de medios externos, al tratarse 
de una condición de capacidad legal —y no de solvencia—, precisando que `la 
integración de la capacitación del licitador acudiendo a las capacidades de 
otras entidades solo puede hacerse respecto de los recursos o medios 
disponibles para ejecutar el contrato, no respecto de la propia aptitud del 
contratista para poder desempeñar legalmente las actividades que constituyen 
su objeto´, especialmente cuando dicha carencia afecta al núcleo esencial de 
las prestaciones”. 

 
Concluye que “la habilitación empresarial exigida en el PCAP constituye 

una condición legal de aptitud para contratar que debe concurrir en el 
adjudicatario y no es susceptible de ser suplida mediante el recurso a medios 
externos, por lo que la adjudicación acordada en favor de una empresa que 
carece de dicha habilitación es contraria a Derecho”. 

 
En virtud de lo expuesto, solicita la nulidad de la resolución impugnada 

“acordando la propuesta de adjudicación a la empresa recurrente (por ser la 
oferta clasificada en segundo lugar), y subsidiariamente se acuerde anular el 
acto y ordenar la retroacción del procedimiento al momento inmediatamente 
anterior a la adopción del acuerdo impugnado”. 
 

Por su parte, el informe al recurso del órgano de contratación, por los 
argumentos que se analizan a continuación, solicita la desestimación del 
recurso. 
 

Una vez expuestas las alegaciones de la recurrente, para resolver este 
recurso es preciso determinar, como cuestión previa, si las habilitaciones 
profesionales a las que se refiere el Anexo V del PCAP se regulan como un 
requisito de solvencia técnica o profesional o si, por el contrario, se contemplan 
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como un requisito de legalidad, adicional a la capacidad general de las 
empresas. En este último caso, deberá valorarse si la adjudicataria, al carecer 
de la habilitación profesional legalmente requerida en el PCAP, puede suplir tal 
falta de aptitud acudiendo a la subcontratación de otra empresa que cumple 
con la habilitación profesional requerida. 
 

1.- Regulación de las habilitaciones profesionales en el PCAP.  
 

El Anexo V del PCAP en el apartado correspondiente a la solvencia técnica 
o profesional establece lo siguiente: 

 
“El licitador cuente con las siguientes habilitaciones empresariales:  

 
»-Empresa instaladora de baja tensión, categoría 

especialista (REBT e IT).  
 

»-Empresa instaladora de telecomunicación, tipo A 
Infraestructuras de telecomunicación en edificios o inmuebles y tipo C 
Instalaciones de sistemas audiovisuales”. 
 

En los términos expuestos en el antecedente de hecho sexto de esta 
resolución, este Tribunal, tras el examen del recurso, apreció una posible 
causa de nulidad de los pliegos que no había sido alegada expresamente por 
la recurrente. En este sentido, consideró que la regulación de las habilitaciones 
empresariales en el apartado correspondiente a la solvencia técnica o 
profesional podría suponer una vulneración del artículo 65.2 de la LCSP. 
Asimismo, advertía que la consecuencia, en el caso de concurrir esta posible 
causa de nulidad de la expresada cláusula del Anexo V del PCAP, sería la 
anulación de los actos del expediente de contratación relacionados con su 
aprobación, conforme a lo dispuesto en el artículo 57.2 de la LCSP, en relación 
con los artículos 65.2 y 39.1 de la LCSP y el artículo 47.1, letras a) y e) de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPAC). Por ello, al amparo del artículo 88.1 de la 
LPAC concedió a los interesados en el procedimiento un plazo de siete días 
hábiles para que formulasen las alegaciones que estimasen convenientes y 
aportasen, en su caso, los medios de prueba que consideren oportunos sobre 
la posible causa de nulidad de pleno derecho de la cláusula del Anexo V del 
PCAP relativa a la solvencia técnica o profesional. Además, se suspendió el 
plazo para resolución del recurso conforme a lo dispuesto en el artículo 22.2 
b) de la LPAC. 
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En ese trámite de audiencia el órgano de contratación no formuló 
alegaciones adicionales y se remitió “al contenido íntegro del expediente 
administrativo de contratación y a los informes obrantes en el procedimiento 
del recurso especial”. A su vez, la adjudicataria no presentó alegaciones. 
 

Por su parte, la recurrente presentó en el plazo legalmente establecido 
alegaciones en las que manifiesta su oposición a la posible causa de nulidad 
advertida por este Tribunal. Argumenta, en síntesis, que la resolución de este 
Tribunal tiene que ser congruente con la petición formulada en el recurso, que 
no hay ninguna vulneración del artículo 65.2 de la LCSP, que los pliegos son 
firmes y que no concurre en este supuesto ninguna de las causas de nulidad 
previstas en el artículo 39 de la LCSP. 
 

En consecuencia, ninguno de los interesados en el procedimiento 
considera que concurre la posible causa de nulidad advertida por este Tribunal. 
 

La reciente Sentencia 1226/2025, de 1 de octubre de 2025, de la Sala 
de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo (recurso de casación 
2889/2022) fija la doctrina jurisprudencial de esta Sala en la interpretación del 
artículo 65.2 en relación con el artículo 75 y el artículo 215, todos ellos de la 
LCSP. Así, declara lo siguiente: “En el marco de la adjudicación de un contrato 
de servicios de seguridad privada sujeto a regulación armonizada, cuando la 
empresa contratista principal carezca de la habilitación profesional legalmente 
exigida para realizar todas o alguna de las prestaciones que constituyen el 
objeto del contrato administrativo, no es posible suplir tal falta de aptitud 
acudiendo a la subcontratación de determinados servicios de seguridad que 
aparezcan definidos dentro del objeto del contrato y no sean meramente 
accesorios o complementarios, aunque la empresa subcontratada disponga de 
la habilitación necesaria al efecto”. 
 

La sentencia analiza la naturaleza y exigibilidad de la habilitación 
profesional prevista en el artículo 65 de la LCSP. Sobre este particular establece 
que “la condición de aptitud consistente en la habilitación empresarial o 
profesional para realizar las prestaciones que constituyen el objeto del contrato 
es, esencialmente, un requisito de legalidad, adicional a la capacidad general 
de las empresas, exigido para operar en determinados ámbitos de actividades 
o prestaciones. El Consejo de Estado ha llegado a asimilarlo a la propia 
capacidad, en su Dictamen 1983/1995, de 8 de noviembre de 1995: `la falta 
de habilitación profesional supone una falta de capacidad, por lo que su 
ausencia determinaría la nulidad del contrato (artículo 32 del TRLCSP)´ (…). 
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Se trata, pues, de un presupuesto que delimita las propias facultades de la 
persona física o jurídica para actuar válidamente en el tráfico mercantil; que 
no se identifica ni se asimila, pues, con los requisitos de solvencia, que se 
regulan de forma separada en nuestra normativa contractual (artículos 74 y 
siguientes de la Ley contractual) y atañen a los medios o recursos con que 
cuenta el licitador para cumplir con las obligaciones que le impone el contrato”. 
 

Por tanto, la habilitación profesional es un requisito de legalidad, 
adicional a la capacidad general de las empresas que no puede identificarse ni 
asimilarse con los requisitos de solvencia.  
 

En el supuesto analizado, es cierto que la regulación de las 
habilitaciones profesionales en el apartado correspondiente a la solvencia 
técnica o profesional del Anexo V del PCAP puede llevar a cierta confusión. Sin 
embargo, este Tribunal comparte lo alegado en este punto por la recurrente 
(en el trámite de audiencia) y considera que las habilitaciones no son exigidas 
en el PCAP para acreditar la solvencia técnica, sino que se configuran como 
un requisito adicional a lo requerido para acreditar aquella solvencia, es decir, 
como un requisito de legalidad, adicional a la capacidad general de las 
empresas. 
 

La recurrente reconoce que “El PCAP en el Anexo V requiere, en casillas 
claramente separadas, primero la acreditación de la solvencia técnica, para lo 
que pide; `Aportación de una relación de los trabajos de similar naturaleza al 
objeto del presente contrato (…)´. Y sólo después, aparte y en párrafo no ya 
separado, sino distinguido en una cuadricula independiente, requiere las 
habilitaciones empresariales exigibles para ser adjudicatario de este contrato”. 
Sostiene que “sigue el PCAP, por tanto, estrictamente el mismo esquema de 
distintas y sucesivas exigencias que el precepto legal que se pretende en él 
infringido (artículo 65 de la LCSP). (…) Al seguir su pauta no puede existir 
ninguna infracción del artículo 65 de la LCSP, sino justamente lo contrario, su 
estricto cumplimiento al seguir fielmente la misma estructura de este artículo 
65”. Por tanto, la recurrente afirma categóricamente que “en este caso no hay 
ninguna nulidad por vulneración del art. 65.2 de la LCSP”. 
 

Por otro lado, el artículo 139.1 de la LCSP establece que “Las 
proposiciones de los interesados deberán ajustarse a los pliegos y 
documentación que rigen la licitación, y su presentación supone la aceptación 
incondicionada por el empresario del contenido de la totalidad de sus cláusulas 
o condiciones, sin salvedad o reserva alguna, así como la autorización a la 
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mesa y al órgano de contratación para consultar los datos recogidos en el 
Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o en 
las listas oficiales de operadores económicos de un Estado miembro de la 
Unión Europea”.  
 

Así pues, los pliegos constituyen la ley del contrato que vincula tanto al 
órgano de contratación como a los licitadores concurrentes.  

 
La recurrente no ha impugnado los pliegos en el momento procesal 

oportuno ni formula mediante este recurso especial una impugnación indirecta 
de los mismos. A este respecto, la recurrente reconoce en su recurso que 
“Resulta evidente que si esta parte hubiera impugnado los pliegos en su 
momento alegando que la exigencia de habilitación empresarial debía figurar 
en un apartado distinto del PCAP, tal impugnación habría sido considerada un 
ejercicio meramente formalista del derecho al recurso, carente de incidencia 
material sobre la licitación, pues de la lectura conjunta de los pliegos se 
desprende con claridad que el órgano de contratación sí tuvo en cuenta y quiso 
exigir la correspondiente habilitación legal para la ejecución del contrato”. 

 
En virtud de lo expuesto, este Tribunal considera que, pese a las 

detalladas dudas que puede suponer la regulación sistemática de las 
habilitaciones profesionales en el PCAP, no se configuran como un requisito de 
solvencia técnica o profesional, sino como un requisito de aptitud, de legalidad, 
adicional a la capacidad general de las empresas, exigido para operar en 
determinados ámbitos de actividades o prestaciones. 

 
Sentada esta cuestión, deberá determinarse si la adjudicataria puede 

integrar la falta de habilitación profesional por medios externos cuando esta 
se exige como requisito de aptitud, acudiendo a la subcontratación de una 
empresa, que dispone de la habilitación requerida en el PCAP. 

 
2.- Integración de la habilitación profesional con medios externos. 

 
En este supuesto, resulta acreditado que la adjudicataria manifestó en 

el documento europeo único de contratación (DEUC) su intención de 
subcontratar alguna parte del contrato a terceros e identificó como empresa 
subcontratista a Schuko Electric, S.L. Además, también resulta probado que la 
subcontratista Schuko Electric, S.L., presentó el DEUC y la documentación que 
avala el cumplimiento de las habilitaciones empresariales requeridas en el 
Anexo V del PCAP. En este punto, conviene precisar que el cumplimiento de la 
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habilitación empresarial solicitada en el PCAP por la empresa subcontratista no 
es discutido por la recurrente en su recurso. Asimismo, el informe al recurso 
del órgano de contratación constata que “ha comprobado en el requerimiento 
de documentación para adjudicar el contrato que la empresa, en este caso, 
Schuko Electric, S.A., aportó estas habilitaciones empresariales, siendo 
subcontratada por la adjudicataria, Chemtrol División Teatro S.A, precisamente 
para realizar esta instalación que constituye (…) una parte accesoria o 
complementaria respecto del objeto del contrato”. 
 

Sentada esta premisa, la recurrente considera que “la habilitación 
empresarial exigida en el PCAP constituye una condición legal de aptitud para 
contratar que debe concurrir en el adjudicatario y no es susceptible de ser 
suplida mediante el recurso a medios externos”. 
 

La expresada Sentencia 1226/2025, de 1 de octubre de 2025, del 
Tribunal Supremo, responde a la cuestión “de si -tratándose la habilitación 
empresarial de una condición de aptitud que, como hemos relatado, ha de 
concurrir en el licitador y, por supuesto, en el contratista-, este puede acudir 
a integrarla con medios externos; porque esto es, en definitiva, lo que la 
subcontratación que aquí se plantea operaría como medio para integrar este 
requisito de aptitud que le falta al licitador y, finalmente, al propio contratista”. 
 
 La sentencia expone, tras interpretar el artículo 75 de la LCSP, que “no 
es posible integrar la falta de habilitación profesional o empresarial por medios 
externos cuando esta se exija como requisito de aptitud en el pliego; ni, por 
tanto, la manifestación en la oferta de la voluntad de subcontratar, y la 
subcontratación misma, es suficiente para completar tal carencia. 
 

»Así, y, en primer lugar, porque nuestra legislación ha limitado 
la integración con medios externos a la solvencia, como muestra el título y la 
literalidad del artículo 75 de la LCSP. Y con ello ha seguido al Derecho de la 
Unión Europea, traspuesto por nuestra normativa contractual, que distingue, 
entre los criterios de selección que se pueden imponer `como requisitos de 
participación´, recogidos en el artículo 58 de la Directiva 2014/24/UE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, sobre 
contratación pública y por la que se deroga la Directiva 2004/18/CE (…). 
 

»En definitiva, la integración de la capacitación del licitador 
acudiendo a las capacidades de otras entidades solo puede hacerse respecto de 
los recursos o medios disponibles para ejecutar el contrato, no respecto de la 
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propia aptitud del contratista para poder desempeñar legalmente las actividades 
que constituyen su objeto.  
 

»Y si no cabe acudir al recurso a las `capacidades´ de otras 
entidades en el caso de la habilitación empresarial o profesional, no puede ser 
adjudicatario el licitador que no reúna tal condición de aptitud, aunque se 
proponga subcontratar a otras entidades que sí cuenten con tal habilitación para 
prestar el servicio respecto del cual carece de la referida habilitación; porque 
tal subcontratación no podrá operar como medio de integración de su aptitud.  

 
»Desde el punto de vista de la interpretación teleológica de estos 

preceptos, ha de tenerse en cuenta que, por mucho que tanto la supresión de 
límites porcentuales en la subcontratación como este medio de integración por 
medios externos tengan el propósito explícito de aumentar la concurrencia 
competitiva, tal propósito no puede llevarse al extremo de admitir que pueda 
contratar con la Administración pública quien carezca de alguna de las 
condiciones de aptitud que le inhabilitan legalmente para realizar las 
actividades objeto del contrato (como carecer de capacidad de obrar, o estar 
incurso en prohibición para contratar, o, como se plantea en este proceso, 
carecer de habilitación empresarial o profesional) bajo el pretexto de que se 
puede integrar por medios externos. Así, esta falta de aptitud podría convertir 
al contratista en un mero intermediario que se limitase a subcontratar las 
prestaciones objeto del contrato (recordemos que la ley ha suprimido los 
límites porcentuales de la subcontratación). Cierto es que en muchos pliegos se 
limita porcentualmente la subcontratación o se dice que será (como en nuestro 
caso), `parcial´-sin definir qué se entienda por tal-; pero la subcontratación 
es solo uno de los posibles medios de vinculación entre el contratista y un 
tercero para completar sus `capacidades´ (en palabras de la Directiva) con 
medios externos; por lo que aceptar la integración con medios externos en el 
caso de las condiciones de aptitud que afecten a la capacidad del contratista 
para actuar válidamente en el tráfico jurídico realizando las actividades objeto 
del contrato (como la habilitación profesional o empresarial, o la propia 
capacidad de obrar conforme a sus normas estatutarias) puede desvincular 
completamente al contratista del objeto del contrato, convirtiéndolo, como 
hemos advertido, en mero intermediario.  

 
»Por ello, cuando la falta de habilitación profesional o empresarial 

afecte en todo o en parte al núcleo esencial o definitorio de las prestaciones 
objeto del contrato, el mismo no puede ser adjudicado al licitador que incurra 
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en tal carencia, aunque pretenda subcontratar la parte respecto de la que 
carece de tal condición de aptitud”. 

 
No obstante, es necesario resaltar que la sentencia recoge un matiz 

importante en la doctrina jurisprudencial fijada y es que no toda subcontratación 
estaría prohibida, sino sólo aquella que afecte a la totalidad o al núcleo 
principal de las prestaciones que constituyen el objeto del contrato pudiendo 
subcontratarse prestaciones complementarias o accesorias no pertenecientes 
al núcleo principal de la prestación. 

 
En este sentido, la sentencia concreta que “Solo podrían quedar al 

margen algunas actividades accesorias o complementarias, no pertenecientes 
a tal núcleo esencial, por aplicación del principio de proporcionalidad y porque 
en tal caso no se evidencia la desconexión entre el objeto del contrato y la 
aptitud legal del contratista antes advertida”. 

 
La sentencia fija la siguiente doctrina jurisprudencial: “En el marco de 

la adjudicación de un contrato de servicios de seguridad privada sujeto a 
regulación armonizada, cuando la empresa contratista principal carezca de la 
habilitación profesional legalmente exigida para realizar todas o alguna de las 
prestaciones que constituyen el objeto del contrato administrativo, no es posible 
suplir tal falta de aptitud acudiendo a la subcontratación de determinados 
servicios de seguridad que aparezcan definidos dentro del objeto del contrato 
y no sean meramente accesorios o complementarios, aunque la empresa 
subcontratada disponga de la habilitación necesaria al efecto”. 

 
Por tanto, resulta necesario analizar si las actividades para las que se 

requiere la habilitación profesional son accesorias o complementarias, no 
pertenecientes al núcleo esencial del contrato. 

 
Al respecto, el informe técnico emitido por el jefe del Servicio de Obras, 

Urbanismo y Servicios el 27 de enero de 2026 señala lo siguiente: 
 

“1.- Se trata de un contrato de Obras y Suministro calificado 
como mixto, que tiene por objeto la remodelación y equipamiento del 
escenario y la cabina técnica existentes en el Auditorio de la Casa de Cultura 
de Aranda de Duero. 
 

»2.- El Presupuesto de Ejecución Material (PEM) del Proyecto 
asciende a un total de 481.885,22 €, el cual se divide en dos partes claramente 
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diferenciadas: la Obra Civil (PEM=118.798,86 €) y el Equipamiento Escénico 
(363.086,36 €). 
 

»De lo anterior, se puede cuantificar la prestación principal 
(suministro) y la secundaria (ejecución de obra). 
 

»3.- En la parte de instalaciones, el suministro está cuantificado 
como sigue: 
 

»Capítulo 01: Instalación eléctrica equipamiento escénico:27.875,97 € 
 
»Capítulo 02: Seguridad contra incendios:              17.554,65 € 
 
»Capítulo 03: Iluminación escénica:…Instalaciones: 20.145,27 € 
                                                       Proyectores: 45.714,78 € 
 
»Capítulo 04: Equipamiento de Audio:…….…………….38.685,96 € 
 
»Capítulo 05: Maquinaria escénica:………….……….…104.405,23 € 
 
»Capítulo 06: Audiovisuales:………………………….….…38.856,72 € 
 
»Capítulo 07: Vestido escénico:…………………….........15.076,24 € 
 
»Total: PEM suministro instalaciones………………..…308.314,82 € 

 
»El resto, se refiere a mano de obra, medios auxiliares y costes 

indirectos: ................................................................................. 54.771,54 € 
 
»En la parte de obra civil, el suministro está cuantificado como 

sigue: 
 
»Capítulo 01: Actuaciones previas y demoliciones:……………0,00 € 
 
»Capítulo 02: Estructura:…………………………..…..….…..13.959,18 € 
 
»Capítulo 03: Cerramientos, divisiones y particiones:…..7.272,93 € 
 
»Capítulo 04: Aislamientos, revestimientos y falsos techos:.17.960,78 € 
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»Capítulo 05: Pavimentos: ……………………..……………...11.983,11 € 
 
»Capítulo 06: Carpintería y cerrajería: ………………..……..4.721,02 € 
 
»Capítulo 07: Instalaciones de electricidad e iluminación:….506,55 € 
 
»Capítulo 08: Instalaciones de protección contra incendios:16.793,63 € 
 
»Capítulo 09: Pinturas y varios…………..…………..…...….…1.915,64 € 
 
»TOTAL: PEM suministro obra civil…………………….….75.112,84 € 
 
»El resto se refiere a maquinaria, mano de obra y costes 

indirectos: ................................................................................. 43.686,02 € 
 
»De lo anterior se desprende un PEM de ejecución de obra 

(construcción y montaje), que asciende a 98.457,56 €, y un PEM de suministro 
de bienes y materiales necesarios para la realización de dicha obra, que 
asciende a 383.427,66 €. 

 
»Así, queda justificado el contrato mixto, en el que la prestación 

principal es el suministro (79,57% del PEM total) y la prestación accesoria es 
la obra (20,43% del PEM total). 

 
»4.- En relación a la instalación eléctrica que hay que ejecutar 

en este proyecto, considerando suministro y obra, el PEM asciende a 42.657,18 
€, lo que supone el 8,86% de la totalidad del contrato, por lo que no representa 
una parte significativa del contrato, ni sustancial del Proyecto. 

 
»Estamos ante un contrato mixto de suministro y obra, en el que 

la prestación principal es el suministro, y la instalación eléctrica se considera 
prestación accesoria asociada. 

 
»Conforme a lo establecido en el artículo 18 de la LCSP, el 

régimen jurídico y las exigencias deben atender a la prestación principal, no a 
la accesoria. 

 
»5.- El PPT y el PCAP deben interpretarse sistemáticamente, no 

de forma aislada, y si conforme a su finalidad, entendiendo que no se exigía 
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ejecutar personalmente la instalación, ni se prohibía la subcontratación, sino 
que la exigencia respondía a razones de seguridad y responsabilidad técnica. 

 
»La exigencia de habilitación no equivale a exigir que el licitador 

sea instalador eléctrico como actividad principal, sino a que cuente con dicha 
habilitación dentro de su organización o mediante medios adscritos. En este 
sentido, “contar con habilitación” puede interpretarse como personal propio 
habilitado, empresa vinculada o subcontrata. 

 
»En este sentido, la exigencia del PPT no imponía ejecución 

directa, sino garantía de habilitación en la ejecución, lo cual se cumple 
mediante subcontratación con empresa habilitada y no está prohibido 
expresamente en el pliego. El PPT no exige que la habilitación sea propia y no 
configura la exigencia como requisito de aptitud. 

 
»La instalación eléctrica afecta a la seguridad de las personas y 

bienes, está sometida a normativa reglamentaria (REBT) y requiere certificación 
final y legalización, por lo que se ha de ejecutar por empresa habilitada, que 
es el objetivo real de la exigencia. 

 
»6.- La habilitación profesional exigida no lo es para la realización 

del objeto del contrato en sí, sino para una instalación asociada, que no 
representa una parte significativa en la ejecución de obra a realizar”. 

 
El informe técnico concluye que “La instalación eléctrica a ejecutar en 

este proyecto supone el 8,86 % de la totalidad del contrato, por lo que se trata 
de una prestación accesoria, no significativa en la ejecución de obra a realizar”.  
 

En los mismos términos se pronuncia el informe al recurso del órgano 
de contratación, que reconoce que “no cabe duda de que estamos ante un 
contrato mixto, cuya prestación principal es el suministro, y que la prestación 
para la cual se requieren los certificados o habilitaciones objeto de controversia 
(instalador de baja tensión e instaladora de telecomunicación tipo A y C) es 
una prestación accesoria o complementaria que representa un 8,86 % de la 
totalidad del contrato, tal como se pone de manifiesto por el técnico del 
Ayuntamiento y como se puede comprobar en la propia documentación que 
integra el expediente”. 
 

El informe al recurso del órgano de contratación incide en que “la 
prestación principal que configura el objeto del contrato es el suministro de 
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equipamiento del escenario y cabina técnica del Auditorio de la Casa de 
Cultura, y la prestación para la cual se requieren dichas habilitaciones es una 
prestación meramente accesoria o complementaria que supone un 8,86 % de 
la totalidad del contrato, y que, en definitiva, no afecta al núcleo esencial o 
definitorio del objeto del mismo”. 
 

La recurrente no aporta informe pericial o prueba alguna que desvirtúe 
el contenido del informe emitido por el técnico de la Administración. Por ello, 
este Tribunal comparte el criterio seguido por el órgano de contratación y 
considera que la actividad para la que se requieren las habilitaciones 
profesionales reguladas en el Anexo V del PCAP no afecta, en todo o en parte, 
al núcleo esencial o definitorio de las prestaciones objeto del contrato. El informe 
técnico acredita que se trata de una actividad accesoria o complementaria que 
representa un 8,86 % de la totalidad del contrato. En consecuencia, al tratarse 
de una prestación accesoria, por aplicación del principio de proporcionalidad y 
porque en este caso no se evidencia la desconexión entre el objeto del contrato 
y la aptitud legal del contratista, se admite la posibilidad de suplir tal falta de 
aptitud de la adjudicataria acudiendo a la subcontratación de una empresa que 
cumple con la habilitación empresarial requerida en el PCAP. 
 

Por todo lo expuesto, este Tribunal desestima el recurso y considera 
que la adjudicación acordada por el órgano de contratación resulta ajustada a 
derecho. 
  

En su virtud, y al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 
y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 

 
 

III 
RESUELVE 

 
Primero.- Desestimar el recurso especial en materia de contratación 

n.º 22/2026, interpuesto por Tecesa Acústica Visual, S.L. contra la resolución 
de la Alcaldía del Ayuntamiento de Aranda de Duero, de 30 de diciembre de 
2025, por la que se adjudica el contrato para la ejecución de la remodelación 
y equipamiento del escenario y cabina técnica del Auditorio de la Casa de 
Cultura de Aranda de Duero (Burgos) (expediente ABR/SUMIN/2025000054). 

 
Segundo.- Levantar la suspensión del procedimiento de adjudicación. 
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Tercero.- Notificar esta resolución a todos los interesados en el 
procedimiento.  
 

De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 44.1 de la Ley 
29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), 
contra esta resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la 
interposición de recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, 
a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-
administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 
10.1.k de la LJCA). 
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